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Colección Básica de Historia Económica de Colombia


Esta iniciativa de la Facultad de Economía recupera las obras básicas de la historia de Colombia. Entender el desarrollo económico del país y sus realidades presentes debe partir de una comprensión profunda de nuestro pasado. Por ello, la colección publicará libros clásicos, que son fundamentales para entender el desarrollo económico de Colombia y reflexionar sobre nuestros problemas actuales.


La colección se compone de obras rigurosas en la investigación y en el análisis histórico. El paso implacable del tiempo ha demostrado que estos libros son imprescindibles para estudiosos de las ciencias sociales, lo cual los ha convertido en obras clásicas de la historia económica de Colombia. Las obras seleccionadas se basan en archivos históricos, exhiben un sólido trabajo documental, trascienden la simple descripción de datos, y sus análisis profundos contribuyen con nuevas metodologías a entender la realidad del país. La Colección Básica de Historia Económica de Colombia busca, además, recuperar obras que no han recibido la atención merecida y que pueden dar nuevas luces de nuestra realidad.


La Facultad de Economía ofrece esta nueva colección a estudiantes, investigadores, intelectuales y estudiosos de la economía y la historia. Los libros seleccionados exponen diversos enfoques y están escritos de manera amena y comprensible para el público en general. La colección publicará las ediciones originales de libros agotados y no disponibles en la actualidad, pese a su enorme importancia. La lectura de estas obras ofrece nuevas bases metodológicas, diversidad de enfoques y estímulos para que afronten con rigor el estudio del crecimiento y bienestar de los países en desarrollo. Con esto, la Facultad de Economía quiere promover el análisis cuidadoso de la historia e interesar a las nuevas generaciones por la investigación desde el siglo xvi hasta hoy.
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NOTA INTRODUCTORIA



ADOLFO MEISEL ROCA1


La llamada Nueva Historia de Colombia (NHC) surgió a comienzos de la década de 1960 bajo la orientación de Jaime Jaramillo Uribe. Este enfoque contribuyó a superar la historiografía narrativa y anecdótica de las anquilosadas academias de historia que dominaba el estudio de nuestro pasado. La NHC se caracterizó por apoyarse en las ciencias sociales y por la exploración sistemática de los archivos. Su enfoque metodológico fue heterogéneo, pero incluyó, entre otras influencias que variaban según los autores, a Max Weber, Marx, la escuela francesa de los Annales y el dependentismo latinoamericano.


Entre los discípulos de Jaime Jaramillo Uribe se destacaron Germán Colmenares, Jorge Orlando Melo y Margarita González, entre otros. También podemos contar dentro de la Nueva Historia a otros autores que empezaron a publicar en la década de 1970, como Marco Palacios y los economistas José Antonio Ocampo y Salomón Kalmanovitz. Estos últimos influidos, principalmente, por el dependentismo latinoamericano y el marxismo, de manera respectiva.


El texto que aquí se reedita de Salomón Kalmanovitz puede ser considerado la más lograda historia económica de Colombia escrita desde una visión marxista. Recordemos que el primer texto de historia económica del país lo publicó Luis Eduardo Nieto Arteta en 1942. Entre ambos escritos hay un enorme avance analítico, empírico y en cobertura temporal y espacial. Es más, me atrevo a sugerir que Economía y nación. Una breve historia de Colombia es el canto de cisne de la historiografía marxista colombiana.


Vayamos a la obra. Hay muchas cualidades de este trabajo que quiero destacar. Sin embargo, pienso que la principal es el gran esfuerzo del autor por documentar empíricamente sus afirmaciones. En este sentido, se diferenciaba de buena parte de los practicantes del marxismo en nuestro medio, que en aquella época tenían la tendencia a aplicar el marxismo de manera dogmática y desconociendo los datos.


Otra de las cualidades que se observan en esta introducción a la historia económica de Colombia es que, a diferencia de lo que ocurre con la mayoría de los economistas que estudian nuestra historia, Kalmanovitz inicia su análisis con la Colonia. Esto es fundamental pues esos siglos, XVI a XVIII, constituyen un periodo más extenso que la República, que es lo que usualmente abordan los economistas, pero, sobre todo, la Colonia es importante pues fue en esa época en la que se forjaron las condiciones básicas que han determinado la trayectoria de la economia nacional.


Otro aspecto que destaco de Economía y nación es la claridad conceptual de la obra. Se trata de un trabajo orientado por el marxismo y, por lo tanto, por el análisis de las relaciones de producción. Habría que señalar que no se trata de las versiones más simplistas del marxismo, sino una en la que el autor se preocupa siempre por la evidencia y las complejidades de los procesos históricos. Sin embargo, el paradigma desde el cual trabajaba limitó el tipo de preguntas que se hizo el autor. Pienso que temas como la concentración del ingreso, la riqueza y las oportunidades están por esa razón ausentes, por lo menos de una forma sistemática. Otros temas como el transporte, trascendentales en la historia económica de Colombia, tampoco reciben un tratamiento adecuado, quizá porque no fueron objeto de la atención del marxismo clásico. En este sentido, algo similar tal vez sucede con el análisis de los avances en las condiciones de vida de la población (nutrición, servicios públicos, salud, educación, vivienda).


Otras limitaciones de este trabajo, y que comparte también con la obra de otros exponentes de la Nueva Historia de Colombia, son, por ejemplo, la falta de una perspectiva comparativa internacional y regional. La falta de una perspectiva regional, siendo que Colombia ha sido secularmente un país con regiones económicas diferenciadas entre sí, es una gran falla de la NHC.


Destaco también que la vieja Nueva Historia de Colombia a la hora de estudiar el pasado de la economía presenta dos grandes limitaciones adicionales: el no contar con formulaciones claras de las ideas económicas que se discuten y la manera impresionista como se utilizan las cifras económicas. Por supuesto, estas son fallas que se superan con la cliometría, la escuela historiográfica que surgió en Estados Unidos a fines de la década de 1950. Este enfoque usa rigurosa y explícitamente la teoría económica y técnicas estadísticas sofisticadas. Debo señalar que Salomón Kalmanovitz ha sido uno de los pocos exponentes de la NHC que han recibido muy favorablemente la revolución cliométrica en nuestro medio en épocas recientes. Digo que en épocas recientes, pues cuando la cliometría debutó en Colombia a mediados de la década de 1970, con un trabajo de William P. McGreevey, uno de los críticos más severos fue Kalmanovitz.


Sin embargo, hay que resaltar sobre todo que a partir de la década de 1980 Salomón Kalmanovitz se fue acercando a la obra del premio nobel en Economía Douglass North, considerado el padre de la Nueva Historia Institucional. Ha evolucionado de un marxismo con un fuerte componente empírico, con similitudes con la historiografía marxista inglesa (en esto su formación en la academia anglosajona debe tener un peso fuerte), hacia el nuevo institucionalismo promovido por North y con desarrollos empíricos muy influyentes en las obras de Daron Acemoglu, James Robinson y sus asociados. Esta renovación ha sido gradual y está claramente documentada. Se trata, en mi opinión, del resultado de una búsqueda intelectual continua y honesta y no de la conversión súbita de los “iluminados”.


Por todas las razones que he discutido, la obra Economía y nación. Una breve historia de Colombia es un referente obligado para quienes quieran estudiar la historiografía económica colombiana.


Notas


1 Rector de la Universidad del Norte, Barranquilla.





PRÓLOGO A LA PRESENTE EDICIÓN



LA CIRCUNSTANCIA DE LOS SETENTA


Este libro fue gestado en un periodo de fervor revolucionario. Yo era ingenuamente optimista sobre la capacidad de cambiar el mundo, después de haber participado en el movimiento estudiantil norteamericano contra la guerra en Vietnam que tuvo un crecimiento vertiginoso desde 1963 y culminó con la gran marcha sobre Washington en 1970. De vuelta a Colombia, me encontré en medio de otro movimiento político en auge, en el que se combinó una gran agitación estudiantil y el despertar de un movimiento campesino. Parecía que el mundo entero, incluyendo a Colombia, estaba en ascuas.


La Asociación de Usuarios Campesinos (ANUC) había sido alentada por el propio gestor de la reforma agraria, Carlos Lleras, frente al escaso avance del proceso y la había radicalizado. Los grupos políticos de izquierda intentaban influir en la nueva organización e hicieron análisis basados en Marx y Lenin. Yo me puse a estudiar los capítulos de El capital que trataban la renta del suelo y escribí un material, basado en la ortodoxia del original, que tuvo bastante difusión. En ese momento la teoría de la dependencia se estaba volviendo popular y yo le hice una crítica a sus premisas teóricas y a su interpretación de la historia de Colombia, recurriendo también al Desarrollo del capitalismo en Rusia, de Lenin. Me molestaba, en especial, la radical afirmación de Mario Arrubla de que “no hay una historia nacional sino una historia de la dependencia”. En ese momento comenzó a surgir el proyecto que eventualmente se convertiría en Economía y nación.


Fui construyendo las premisas teóricas de mi visión lentamente y la apliqué en El desarrollo de la agricultura en Colombia, cuyo primer capítulo era una historia de la agricultura desde los años veinte. En trabajos posteriores me adentré en la economía colonial y en la evolución del siglo XIX. Diversos artículos sobre coyuntura económica e industrial me dieron un panorama del siglo XX, con lo cual fui completando la obra. El libro fue publicado en 1985 y tuvo un impacto grande en las universidades y entre la dirigencia de algunos grupos políticos. Su mensaje era el mismo que cualquier otro manifiesto izquierdista de promover el cambio político, con la diferencia de aplicar varias teorías sociales y económicas de manera coherente y de contar con un acervo estadístico para comprobar las hipótesis centrales de la obra. No solo del marxismo empirista que había bebido de las fuentes anglosajonas, sino también de Esther Boserup, H. J. Habakkuk, David Landes y de toda la bibliografía colombiana de clásicos de la historia, incluyendo a los contemporáneos Juan Friede, Jaime Jaramillo Uribe, Germán Colmenares y Jorge Orlando Melo. Frente a las obras producidas por los comunistas, muy afectos al esclerótico marxismo soviético y excluyentes de cualquier interpretación que desafiara a la suya, se trataba de una bocanada de aire fresco que invitaba al debate de las ideas. Seguía, sobre todo, las reglas académicas del debate y de citación de las fuentes empleadas y mostraba la metodología de las estadísticas utilizadas.


Lo rescatable


¿Qué me parece rescatable de Economía y nación? Haber recurrido a la demografía histórica, haber involucrado la tecnología de cada época y las consecuencias del cambio tecnológico en la productividad y la riqueza producidas, haber entendido mejor el proceso de industrialización y modernización de la agricultura como resultados de la acumulación de capital, de los cambios en la división del trabajo y en la localización de la población que profundizaban el mercado interior, con lo cual criticaba las interpretaciones de la Cepal de la industrialización como resultado de la sustitución de importaciones. Era una visión más basada en la economía clásica, no solo de Marx, sino también de Adam Smith y David Ricardo. Al mismo tiempo, enfatizaba que la vinculación de la economía nacional al resto del mundo había sido fundamental para el desarrollo económico de largo plazo del país, volviendo a criticar al dependentismo que afirmaba que el subdesarrollo era producto de esa misma vinculación. Enfatizaba también las variables nacionales, pero le daba juego a los vínculos con la globalización, claro que vociferando frases antiimperialistas para que no se me confundiera.


Alguna vez hacia el 2005 un exmilitante del M-19 me reprendió por haber abandonado mi enfoque radical; relataba que en las células guerrilleras leían con entusiasmo Economía y nación, y yo, después de haber pasado más de una década en el Banco de la República, había renegado, abandonando muchas de mis posturas iniciales. Yo me sentí culpable, menos por haber cambiado tanto, que por haber alentado indirectamente la acción política violenta. Lo paradójico de todo fue que el M-19 me había invitado a ser parte de su lista a la Asamblea Constituyente de 1991, y me había rehusado porque no les tenía confianza y además estaba en duelo. Mi lugar fue ocupado por el economista Carlos Ossa, y cuando se conformó la primera junta directiva del Banco de la República él fue nombrado para reflejar la participación del M-19 en la política nacional en ese momento. Ossa fue sorprendido con una pequeña cantidad de marihuana en su maletín de viaje en 1993 y le tocó renunciar a su investidura. Rudy Hommes pensó entonces en mi persona para el cargo y el presidente Gaviria lo aceptó. Se me ocurrió entonces que me aplicaba el dicho norteamericano “el cartero llama dos veces”, llamado que me permitió pasar un largo y muy fructífero tiempo en el banco central colombiano, estudiando teoría y política monetaria, las recientes teorías del nuevo institucionalismo económico y sobre todo participando en un gigantesco esfuerzo de historia económica que dirigió Miguel Urrutia, del que aprendí muchísimo.


Las críticas


Eso me trae a las autocríticas que le tengo a Economía y nación, con el salvamento de que la elaboré sin contar con la enorme riqueza de recursos de que pude disponer en el banco central: 1) no haber elaborado las series estadísticas de largo plazo en la demografía, en el crecimiento económico, el tamaño del Estado y las cuentas fiscales, el comercio exterior, los balances macroeconómicos, los indicadores laborales y de condiciones de vida; 2) no profundizar en temas de economía política, como la dinámica de las guerras civiles y los señores de la guerra, el federalismo y el centralismo, la penosa construcción de Estado, las instituciones monetarias y políticas; 3) haber tenido una visión mecánica de la historia en la que el capitalismo vence todos los obstáculos que se le atraviesan, siguiendo a Lenin y aplicándola a Colombia. Me parece que en esta visión estaba menos equivocado que la de los dependentistas, quienes creían en el desarrollo del subdesarrollo, para tomar el título de un libro de André Gunder Frank, porque evidentemente en el largo siglo XX Colombia tuvo un desarrollo capitalista aceptable, pero perdió el siglo XIX y obtuvo periodos de rápido crecimiento, pero otros de estancamiento; en general, un desarrollo poco comparable con el de los países avanzados o con los del Asia en tiempos recientes. El mismo prejuicio influye en El desarrollo de la agricultura en Colombia, aunque el periodo que estudié (1923-1970) fue de un notable crecimiento agropecuario y de las agroindustrias, pero ese proceso desfalleció más adelante por el conflicto interno y por la gran concentración de la tierra que produjo, no menos por las instituciones que mantienen congelado el mercado de tierras y que poco defienden los derechos de propiedad legítimos de los campesinos y de la clase media rural.


Las lecturas de Douglass North me permitieron esclarecer el papel desempeñado por las revoluciones burguesas en el desarrollo de Inglaterra y Holanda, algo que conocía por los análisis de Marx, quien sin embargo despreciaba el rol de sus instituciones políticas. El parlamento, la tributación consensuada, el balance de poderes y la banca central que administró la deuda pública fueron todos instrumentos de estabilidad, fortalecimiento sin parangón de sus Estados, y su apalancamiento por la deuda pública que sirvió para organizar el mercado de capital y financiar inversiones tanto públicas como privadas. Yo compartí ese desdén por las instituciones burguesas en Economía y nación y me siento muy contento de haberme liberado de esas preconcepciones radicales que me impidieron llegar más lejos en esta obra que la Universidad de los Andes ha decidido publicar dentro de su serie de clásicos de la historia económica.


Vigencia


Hay unos temas en Economía y nación que guardan vigencia hoy en día: las vías del desarrollo democrático campesino o terrateniente en el campo colombiano, que se fue de manera rotunda por la segunda, resultado de una lucha armada que terminó siendo neutralizada y que permitió la consolidación de esta vía tortuosa del desarrollo. Es un problema difícil de resolver en el que los terratenientes no aceptan ni el catastro rural ni una tributación mínima, ni soltar tierras que explotan deficientemente y que se convierte en una talanquera para el futuro. ¿Se podrá repetir el modelo brasileño del Sertao en el que se hicieron grandes inversiones en tierras de frontera de escaso valor económico? En Brasil hay suficiente Estado para construir bienes públicos y hacer investigación científica de alto nivel, condiciones que poco existen en Colombia.


Creo poder concluir la presentación de esta querida obra que fue madurando lentamente y que refleja todos los aprendizajes que absorbí a lo largo del tiempo con la afirmación de que el problema central del desarrollo económico de Colombia es su déficit de Estado: escasa tributación, mucho clientelismo y corrupción, falta de catastro y de reforma agraria, escaso desarrollo científico y una derecha muy fuerte que ha logrado frenar el cambio político hasta entrado el siglo XXI.
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Para esta nueva edición de Economía y nación decidí no incluir el poscripto de la edición del 2003 porque la obra mantiene mejor su coherencia temática y la orientación ideológica que seguía el autor y que cambió con la experiencia de ser parte de la Junta Directiva del Banco de la República, para asumir una visión más técnica sobre su labor de economista e historiador. He eliminado algunas partes del capítulo 8 que no resistieron el paso del tiempo y que tenían que ver con la composición del capital de la industria, con su rentabilidad y con su productividad. Estudios posteriores más detenidos han arrojado resultados mejores que los ofrecidos por mí en la anterior edición de esta obra. Creo que el resto del libro se defiende bien. De esta manera, he procurado mantener su orientación ideológica, en tanto este ya es propiedad del público, aunque toda obra escrita y ampliada en tan largo lapso de tiempo tiene que reflejar distintas etapas en la evolución de las ideas del autor.





PRÓLOGO A LA QUINTA EDICIÓN (2003)



COMENCÉ A CONCEBIR ESTA historia económica de Colombia en 1970. En esa etapa mi interés estuvo dominado por el movimiento campesino que entonces irrumpía y me dediqué a investigar y estructurar una interpretación del problema agrario y su génesis histórica. El trabajo lo pude adelantar penosamente, a la par que hacía un estudio para el DANE sobre estructura agraria, el cual me permitió establecer un punto de llegada bastante detallado del proceso histórico para hacerle a la historia las preguntas pertinentes. En 1975 publiqué en Ideología y sociedad “El régimen agrario durante la Colonia” y cinco años más tarde, en el Manual de historia de Colombia, motivado por la gentil invitación del profesor Jaime Jaramillo Uribe, escribí la parte correspondiente al siglo XIX. Ambos están incluidos en la presente obra, con materiales adicionales sobre la minería y la evolución de la artesanía y uno que otro cambio de redacción.


En 1981 conseguí una financiación parcial de Colciencias para elaborar en el Cinep una historia agraria y económica de Colombia, pero en la medida en que avanzaba fue surgiendo el proyecto más ambicioso de hacer una síntesis de historia económica del país, para lo cual podía apoyarme en otros estudios ya emprendidos por mí sobre el ciclo de los negocios, las políticas económicas y el mismo proceso de industrialización.


Hoy, al repasar lo que dije sobre el método en el ensayo de Ideología y Sociedad, creo que he cambiado el objetivo inicialmente propuesto: “Hacer el estudio de la producción social en nuestra historia desde un punto de vista rigurosamente materialista”. Ahora me propongo metas más amplias y flexibles, aunque el empeño original continúa siendo una base de mi interpretación histórica. He puesto de relieve ciertos elementos políticos y he perdido algo de interés por desnudar las relaciones de producción. Quiero dar cuenta de las libertades que logra obtener el pueblo colombiano en una marcha llena de altibajos, enmarcada por los cambios de las instituciones políticas, las movilizaciones populares y la contraposición del liberalismo económico y el autoritarismo político con el intervencionismo estatal y el reformismo. Este es un tema que imprime con intensidad su huella en la historia colombiana del siglo XX. He recurrido también con frecuencia mayor al análisis de la moneda y al régimen bancario y sus transformaciones. Por último, hay un examen somero de la cultura y la ideología.


He vuelto a hacer énfasis en una vieja obsesión que abrigo sobre la historia colombiana: ella tan solo se transparenta si se la concibe como historia interior que se inserta en una historia universal, la que, a su vez, la modifica profundamente. Ese punto de partida me diferencia de interpretaciones y análisis que hacen de Colombia un producto de la dependencia de las grandes potencias, agente pasivo de una historia universal bastante infame que nos adjudicaba un mal lugar en la división internacional del trabajo, nos invadía y desnacionalizaba con sus capitales y su cultura y, finalmente, nos condenaba a la miseria y al subdesarrollo.


No defiendo propiamente una perspectiva optimista sobre la historia nacional. Pero sí intento comprender un proceso económico y político pleno de contradicciones y, por lo tanto, de movimiento, que incluye fases de progreso material y cultural para la nación. El capitalismo despierta entre la población ansias de libertad que entran en conflicto con tendencias conservadoras y autoritarias. Se va dando, con frecuencia en forma acelerada, un desarrollo del capitalismo, del salario, de la técnica, de la producción manufacturera y fabril, de la división campo-ciudad. La población se urbaniza y se aculturiza. Tal proceso no tiene nada de armónico. Crea desempleo masivo y nuevas formas de incultura, violencia, descomposición política, represión y miseria.


El desarrollo tardío del capitalismo en Colombia es muy rápido. Genera fuerzas productivas, pero también crea monstruos y conjura fantasmas del pasado. Parodiando a Shakespeare, se trata de un progreso lleno de colorido, muerte y violencia que, sin embargo, guarda un significado: la nación está viva, el pueblo despierta de vez en cuando, en ocasiones con ferocidad, se levanta y protesta. No podemos entonces resignarnos a ser considerados agentes pasivos de una historia del imperialismo y de las clases dominantes locales, sino como un pueblo que difícilmente va ganando progreso y auto-determinación, dentro de un marco de desarrollo salvaje que tiende a negarlos por las contradicciones internas de la acumulación y del sistema político, agravadas frecuentemente por las enfermedades del capitalismo mundial y las arremetidas de las grandes potencias.


He tratado, pues, de identificar los elementos del desarrollo capitalista que van incubando en un creciente número de individuos anhelos libertarios de independencia personal, gremial y política, de clase, originando el desarraigo de la población frente a las viejas y caducas instituciones. Surge así la defensa del colectivo, la demanda de garantías para la vida y la seguridad material de los individuos y la búsqueda del autoconocimiento y la razón.


La visión que ofrezco al lector encierra una síntesis de la historiografía colombiana de los últimos veinte años, otra muestra de que también en la más importante de las ciencias sociales se registra un avance innegable, como en todos los campos de la actividad nacional. Aunque en la obra se cotejan las fuentes primarias y las estadísticas más accesibles en el terreno agrario y la industrialización, no he realizado trabajo de archivo y, por lo tanto, en términos estrictos, no soy ese tipo de historiador que arma pacientemente un texto, reconstruyendo su interpretación de una época con base en despojos. No soy historiador, pese al honroso título que me han otorgado los que indulgentemente me incluyen en la llamada “nueva historia”. Más bien soy un economista que, preocupado por la génesis de las estructuras contemporáneas, busca entenderlas recurriendo a la historia ya investigada por profesionales, apoyándome en ella y reinterpretándola con mis preguntas. Por todo lo anterior, el presente escrito configura una apreciación del devenir colombiano, una síntesis que destaca aspectos parciales, en mi modo de ver los esenciales de cada época, sin ofrecer un análisis sistemático y cronológico de cada una de las variables económicas, sociales y políticas del desenvolvimiento histórico nacional.


Quiero expresar agradecimiento a Germán Colmenares, Jorge Orlando Melo, Malcom Deas, Camilo González Posso, Emilio Pradilla y Fernán González por sugerencias, discusiones de café y críticas que en algún momento contribuyeron a que mi visión del proceso histórico fuera más clara. A mi asistente Carlos Salgado agradezco su laboriosidad y el haberme permitido compartir aspectos de su tesis de grado de la Universidad Nacional sobre la industrialización colombiana reciente. Agradezco en especial al Cinep, en donde he disfrutado inmensamente su ambiente de claustro alegre, por un continuo apoyo durante años. A mis estudiantes de seminario de la Universidad Nacional, en particular a Tatiana Machler, por muchas sugerencias que dejaron plasmadas en sus ensayos. Quiero reconocer también el apoyo y la financiación de Colciencias, durante año y medio, lo cual me permitió terminar y entregar a los lectores la obra que tienen en sus manos. Por último, agradezco a la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional y a su decano, Juan José Echavarría, por su apoyo y participación en el financiamiento de esta obra. Espero que esta breve historia económica de Colombia contribuya un poco a despertar en el lector la actitud de búsqueda de autoconocimiento y autodeterminación que permita, en fin, cambiar la historia.





PRIMERA PARTE






CAPÍTULO I



EL RÉGIMEN ECONÓMICO DURANTE LA COLONIA


INTRODUCCIÓN


Método


El objetivo que me propongo en este capítulo, y también en buena parte del libro, reside en escoger ciertas variables fundamentales de la producción y la política para armar un modelo simplificado que permita establecer, a grandes rasgos, las leyes de funcionamiento del sistema económico en el territorio que serviría de base a la nación colombiana. Con relación a este periodo inicial, indagaré por el tipo de sistema que implantan los colonos españoles sobre la población aborigen, fundándome para ello en múltiples fuentes secundarias; de esta manera logro, a mi entender, una interpretación coherente de la dinámica del régimen colonial.


El centro de análisis se halla cimentado en las relaciones sociales que se desarrollan entre colonos e indígenas, terratenientes y mestizos, esclavistas y esclavos, mediadas a su vez por la política colonial de España. Creo así evitar dos desviaciones metodológicas bastante frecuentes en la historiografía del periodo: a) la formación social durante la Colonia es, en cierta forma, un calco de la sociedad colonizadora y b) la historia del sistema está sobredeterminada por la política colonial.


Es claro que las instituciones coloniales guardan antecedentes dentro de la formación social española: idioma, religión, ideologías, tradiciones, entre otros, son trasmitidos a la nueva sociedad, pero las formas de producción en las colonias no repiten la organización de la producción española. Aun la superestructura va a ser radicalmente distinta a la de la Madre Patria, precisamente por surgir de estructuras tan disímiles. En el segundo aspecto, la política colonial necesariamente se manifiesta en la producción y el cambio; esto es precisamente lo que permite deducir su impacto sobre “el secreto recóndito de la formación social” (Marx), sobre la célula misma, unidad del organismo social, sobre la relación que se establece entre productor directo y poseedor de las condiciones de producción. He aquí entonces el punto de partida del análisis, sin tener que juzgar a priori la política colonial para explicar su razón de ser y su necesidad de ser así y no de otra forma.


A lo largo del análisis he intentado subrayar la necesidad de los sistemas de trabajo implantados por los colonos y su racionalidad frente a ciertos hechos materiales: la organización social aborigen a la que se superpone el sistema de explotación, las condiciones de su reproducción biológica (demográfica) y económica, la productividad del trabajo (tecnología) y la división del producto entre explotadores y explotados. Los modelos lógicos así desarrollados quedan necesariamente incompletos y si revelan alguna utilidad será para mostrar la necesidad de conocer mejor aspectos básicos de la vida material durante la Colonia, tales como la organización interna de la unidades de producción, las series sobre comercio exterior, los precios regionales, las estimaciones del producto del virreinato, el situado fiscal, las relaciones regionales y las prevalecientes entre las unidades de producción, los ingresos eclesiásticos, etcétera.


Marco general


La conquista sentó sin duda las bases para el dominio español sobre las culturas aborígenes encontradas por los peninsulares en lo que ellos llamaron las Indias. En un principio la relación establecida entre los colonos y la población indígena fue la del saqueo y la de un esclavismo desenfrenado, con la exportación hacia La Española de los aborígenes capturados en la costa norte de la Nueva Granada. Más adelante, cuando el pie de fuerza había penetrado en el interior, derrotando a los muiscas y dando los primeros pasos para el establecimiento de la nueva “civilización”, los conquistadores recibieron de la Corona amplias prerrogativas para explotar a las poblaciones sedentarias de la sabana de Bogotá y de lo que serían después las provincias de Tunja y Popayán, en forma tal que aquellos podían usufructuar el trabajo vivo de pueblos enteros y arrancarles una parte apreciable de su producto.


Estos sistemas de reparto probaron ser excesivos para la capacidad vital de los indígenas: la sobrecarga de trabajo, la descomposición de los núcleos familiares, la restricción a los matrimonios y las enfermedades europeas provocaron la merma drástica de la población original. Los aborígenes no solo tributaron su trabajo sobrante, sino también una parte excesiva de su trabajo necesario, lo cual, conjugado con la ruptura de las condiciones sociales de reproducción, condujo a una de las más desastrosas crisis demográficas que conoce la historia universal: ya en el siglo XVII sobrevivía apenas entre un 15 y un 20 % de la población existente al inicio de la conquista.


Las exigencias laborales impuestas por los españoles fueron, en efecto, devastadoras: jornadas de catorce horas y más en las minas, transporte a lomo humano, construcción de poblados e iglesias, producción agrícola que sustentara dicho esfuerzo y sostuviera el parasitismo de la mayor parte de los españoles.


La rápida extinción de grandes núcleos de población —no solo en la Nueva Granada sino dondequiera que los españoles maldijeron la tierra con su ocupación— causó alarma en la administración real. Se hacía evidente que la despoblación de los nuevos dominios reduciría prematuramente los flujos de metales preciosos que llegaron a Sevilla en forma creciente durante los primeros setenta años de la conquista. La política colonial se dirigió entonces a recortar las concesiones hechas a los encomenderos, intentando regularlas y aminorarlas, para lo cual contaba ya el Estado con mejores instrumentos de intervención: de las primeras ocupaciones, financiadas privadamente, se había pasado a la entronización de una burocracia administrativa y eclesiástica, además de algún pie de fuerza militar, suficientes para debilitar el poder de los conquistadores.


Las contradicciones entre la política colonial española y los conquistadores aparecieron muy temprano, como bien lo indican los procesos judiciales contra Colón, Cortés y los Pizarro, y se recrudecieron de momento cuando la Corona pretendió un control más directo sobre la vida colonial. En general, tales conflictos se manifestaron con bastante frecuencia durante los tres siglos de dominación colonial: “Nuevos impuestos, implantación de monopolios estatales, limitaciones en el ejercicio del comercio e industria, explotación de los indios o de las riquezas naturales eran causas de sublevaciones o motines locales”, nos informa el historiador Juan Friede.


A pesar de los enfrentamientos, había un implícito “pacto colonial” entre la Corona y los españoles residentes en las Indias: la política colonial se comprometía con los intereses locales, y tenía que hacerlo por fuerza, al promulgar medidas que no ponía en práctica y eran más bien llamados de atención, y al ejercer un cuidadoso equilibrio entre los intereses de todos. Cabe como ejemplo la política llevada a cabo por los Habsburgo durante los siglos XVI y XVII que, si bien firme en sus restricciones a los encomenderos, fue ejecutada en forma lenta y progresiva como una concesión ante la reacción violenta de los encomenderos del Perú y otros lugares. De hecho, era prácticamente imposible impedir una relativa autonomía de los colonos y sus instituciones locales, que se compenetraban con audiencias y gobernaciones directamente dependientes de la Corona. Las grandes distancias entre las Indias y las cortes, la excesiva duración de los procesos judiciales, el aislamiento de los poblados aun dentro del gran espacio americano, las funciones militares de encomenderos y colonos en las retaliaciones contra pueblos cazadores no sometidos todavía y el escaso pie de fuerza, eran todos factores que con frecuencia consolidaron la primacía de la ley de los colonos en la organización y explotación del trabajo, el ejercicio del comercio legal y aun el contrabando. Según Friede, “la experiencia de medio siglo (mitad del siglo XVI) había demostrado que era vano esperar la aplicación por parte de la justicia colonial de una legislación contraria a los intereses de los colonos”1. La autonomía disfrutada por los colonos fue siempre considerable, aunque se presentaron variaciones con el tiempo: su participación en la burocracia aumentó durante el siglo XVII, por una política colonial laxa que ofreció en venta puestos públicos a los criollos, mientras que la actitud de los Borbones en la segunda mitad del siglo XVIII restringió los intereses locales2.


En la medida en que se organizó una economía centrada en la minería y se desarrollaron la agricultura y la ganadería criollas, se entró a depender menos del comercio monopolista español, se acrecentó el contrabando con las otras potencias que disputaron la hegemonía española en el Atlántico y el Caribe y hasta aumentó el intercambio entre las colonias, que en algunos virreinatos llegó a ser más importante que el mismo comercio con la metrópoli. Tales avances de la actividad mercantil resultaron de la creación de nuevos sistemas productivos, en especial la hacienda, que permitió lanzar a la circulación tabaco, pieles, azúcar y algodón.
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GRÁFICA 1.1. Acuñación decenal de oro (22 k) en la Nueva Granada. Escala semilogarítmica





Las relaciones de trabajo impuestas por los españoles a la población aborigen dieron lugar a un flujo de oro, grande para la época, que alcanzó el punto máximo durante el decenio 1590-1599 (véase gráfica 1.1) con una extracción y acuñación, que hoy parecería relativamente baja, de 3 toneladas anuales de oro de 22 quilates. Este tope no volvió a alcanzarse durante el periodo colonial. La recuperación que se observa a partir de la década de 1720 apenas subió a 2,2 toneladas anuales, cuando ya la producción era realizada por esclavos y por los mineros independientes de Antioquia. El punto más bajo de la acuñación sobrevino en la década de 1660, cuando no llegó a las 0.42 toneladas anuales, que coincide con el fin de la merma demográfica de los aborígenes. Es evidente que los esclavos importados no resultaron suficientes, ni en este periodo ni a lo largo de la vida colonial, para poder recobrar el nivel logrado a fines del siglo XVI. La mortalidad de la mano de obra indígena es entonces la variable fundamental que explica la mengua tan significativa en la producción y acuñación de oro.


Las estadísticas de precios recopiladas en Santa Fe entre 1635 y 18103 muestran una tendencia a la baja a largo plazo (gráfica 1.2), lo cual es especialmente cierto para el azúcar y la miel, principales productos de las haciendas esclavistas situadas en tierras medias y bajas. El arroz observa una tendencia similar pero menos pronunciada, mientras que la carne, la papa y el maíz registran un abaratamiento hasta la tercera década del siglo XVIII y un alza tendencial de allí en adelante. Con toda la precaución que requiere un análisis de precios en una economía en la que solo una parte reducida de la producción y de las necesidades de los trabajadores y cultivadores es mediada por el mercado4, de lo anterior se puede deducir tan solo un abastecimiento progresivamente más regular, resultante de un hecho conocido: la hacienda se consolidó durante el siglo XVIII.
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GRÁFICA 1.2. Precios de azúcar, miel y carne en Santa Fe de Bogotá. Escala semilogarítmica





Cabe anotar que muchos de los costos de la hacienda no eran monetarios, pero si aun los pocos valorados en efectivo cayeron, ello no hace más que confirmar que esta forma de producción evidentemente se asentó y regularizó. Si, por otra parte, se trata de ofrecer explicaciones monetaristas para la baja tendencial de los precios, nos encontramos con que el oro y la plata amonedados para la circulación monetaria fueron siempre escasos durante todo el periodo colonial, aunque menos durante el siglo XVIII que durante el siglo XVII5, o sea, que con el aumento relativo del circulante durante el siglo XVIII deberíamos esperar un alza de precios y no la caída observada. La conclusión, con todo, es precaria pues se sustenta en una serie estadística de un monasterio de Santa Fe que puede no ser suficientemente representativa aun en términos locales de la sabana, y menos si se considera que las pautas de precios en diversas regiones pueden mostrarse bastante disímiles en razón del comercio limitado, las condiciones específicas de producción y de organización social, la proximidad de explotaciones mineras, etcétera.


Con el desarrollo de nuevas relaciones de producción en la agricultura criolla y la aparición de arrendatarios en las haciendas y propietarios parcelarios, aparceros y colonos, la economía de la Nueva Granada adquirió una fisonomía propia y una dinámica que tropezó muy pronto con el estrecho marco colonial durante el siglo XVIII. Se fue forjando con el tiempo una identidad común entre los descendientes de aquellos colonos “manchados por la tierra” que se apropiaron de casi todos los excedentes producidos primero por la población aborigen, ahora mestizada, y luego por esclavos salvajemente importados. Tales excedentes les fueron disputados por la Corona, que pretendía con ello obligar a los criollos a que asumieran una parte mayor de los crecientes costos del imperio y también dejar en manos de sus comerciantes y sus pocos manufactureros las generosas ganancias obtenidas en un mercado cautivo. La política colonial de monopolizar el comercio e impedir todo contacto de sus virreinatos con Inglaterra —que de todas formas se consolidaba por los atajos del creciente contrabando—, además de la misma incapacidad de España para hacer el intercambio de materias primas agrícolas por manufacturas, habría de llevar a las clases dominantes criollas a cuestionar la dominación colonial, más aún en momentos en que el Imperio español se derrumbaba en todos sus frentes como consecuencia del asedio de la revolución burguesa triunfante en la persona de Bonaparte, que se coronó victorioso sobre la España borbónica en 1808.


ECONOMÍA INDÍGENA


Repartimiento y encomienda


Las organizaciones sociales encontradas por los españoles en el territorio de la Nueva Granada eran múltiples y distintas: iban desde agrupaciones que habían alcanzado etapas superiores de agricultura sedentaria y producían amplios excedentes, como los muiscas, hasta organizaciones menos avanzadas de recolectores y cazadores, generalmente en las tierras bajas, pasando por comunidades tribales de desarrollo intermedio reunidas en grupos multifamiliares que ocupaban las vertientes y valles interandinos, pero con densidad menor a la observada para los habitantes de los altiplanos6.


Se aprecia como tendencia general que cuanto más avanzada era la organización social aborigen más fácil se hacía la dominación española y la extracción de tributos, y mientras más “atrasado” el desarrollo indígena, más dificultoso para los conquistadores imponer el trabajo continuo y la tributación. Es obvio que las sociedades más evolucionadas contenían ya dentro de sí mismas el germen de la división de clases, una rígida jerarquización en términos de caciques, lugartenientes y capitanes, con una notoria división social del trabajo, un creciente intercambio entre las diversas capitanías y entre estas y las tribus de las tierras medias y bajas que rodean la sabana de Bogotá, con apropiación de excedentes por parte de la cúspide de la jerarquía militar y religiosa7. Los españoles conservaron la estructura de las capitanías y se adueñaron en buena parte del excedente antes entregado a caciques y capitanes. Sin embargo, no se limitaron a imponerse en aquella estructura social sino que la modificaron profundamente, tanto que pasados tres siglos se llegó a su casi total destrucción. Los colonos, y en especial los encomenderos, alargaron la jornada de trabajo, transformaron la productividad del trabajo y de la tierra, introdujeron cultivos, movilizaron la mano de obra a lo largo de amplias regiones y la forzaron en nuevas tareas como la minería, el transporte y los obrajes. En resumidas cuentas, los españoles redujeron salvajemente el nivel de consumo de las sociedades aborígenes, pero a la vez les impusieron ritmos de trabajo tan duros y desacostumbrados que el excesivo aumento de las faenas atentó contra la reproducción biológica de los pueblos hallados por los civilizadores cristianos.


Las sociedades con una organización poco evolucionada ofrecieron una enconada resistencia a los españoles, que se vieron allí incapacitados para someter en beneficio suyo la mano de obra de los indígenas. Tales agrupaciones fueron masacradas, sobre todo en la medida en que osaron atacar los baluartes de los nuevos asentamientos o impedir las comunicaciones entre poblados españoles. Y las que fueron sometidas recurrieron frecuentemente al suicidio colectivo. Según el oidor Zorrilla, en 1580 los indios llegaban “a la desesperación de aquéllos (los encomenderos) al punto de matar a sus hijos recién nacidos para preservarlos de una suerte desgraciada cuando crecieran”8. En regiones como Santander, Antioquia y el Tolima, los españoles arrasaron la mayor parte de las agrupaciones indígenas y debieron luego importar esclavos y mano de obra de otras regiones menos diezmadas del virreinato, o permitir la colonización de los inmigrantes españoles que llegaron en gran número durante el siglo XVII.


La relación entre evolución social indígena y dominación española tendrá gran importancia para determinar diferencias en el tipo de poblamiento, las relaciones de trabajo y las formas de la propiedad territorial en la región central y suroccidental del virreinato en comparación con otras zonas del oriente y de Antioquia: mientras que en las primeras se consolidarán relaciones de servidumbre en las grandes estancias y relaciones unilaterales de cambio entre los terratenientes y los mercados urbanos, en las segundas florecerán relaciones de trabajo libre o menos opresivas (caso de la aparcería), la pequeña propiedad parcelaria y un artesanado numeroso, en el caso de Santander.


El principal problema que se les presentó a los españoles con las poblaciones indígenas efectivamente sometidas radicaba en encontrar un método eficaz para imponerles el trabajo y apropiarse de una parte importante de este. Desde un comienzo, la desordenada explotación de esclavos había arrojado frutos poco tangibles y los conquistadores, unos más prontamente que otros, idearon el mejor curso de acción que consistía en imponer en algunos casos el trabajo forzoso y en otros apropiarse de parte de la producción en el marco de las relaciones originales, siempre intentando conservar la antigua jerarquía tribal de las sociedades indígenas.


Ciertamente, no hubo ninguna posibilidad de proletarizar la población aborigen, no solo porque el régimen de producción de donde provenían los españoles no era por lo general capitalista, sino porque el bajo nivel de necesidades de los indígenas y la sobreabundancia de tierras los habrían conducido sin falta a los cultivos de subsistencia, dejando así de producir rentas y tributos para los colonos9. Si teorizamos en forma postfactual, podríamos imaginar que si la colonización americana hubiera sido acometida por Inglaterra, donde en el siglo XVI se habían desenvuelto más que en España las relaciones capitalistas de producción, se habrían establecido sistemas similares de trabajo forzado superpuestos a la estructura social, como sucedió efectivamente en amplias regiones de la India ocupadas colonialmente por Inglaterra en el siglo XVII10. Este razonamiento nos señala lo estrecho de los términos en que se viene cuestionando si América empezó siendo feudal o capitalista, solo por el hecho de que el país colonizador fuera también feudal o capitalista11. Queremos aquí insistir en que los colonos no traen el modo de producción en su equipaje para reproducirlo con exactitud en el territorio al cual arriban. Si bien las instituciones que se desarrollaron en las colonias están signadas por el carácter del país colonizador, es más importante analizar de qué manera se resuelve el problema de extraer a una sociedad dada un excedente que, en nuestro caso, no pudo arrancarse sino por medios extraeconómicos.


Hay múltiples evidencias de las formas de coacción violenta empleadas por los españoles contra los indígenas. Baste citar la acusación contra Juan Rodríguez en Mariquita, durante el año de 1576, por maltrato a sus indios:




Ha hecho y hacen en los dichos indios enormes y excesivas crueldades, teniendo prisiones de cepos y herraduras a donde echa y aprisiona a los dichos indios, azotándolos y aporreándoles con perros que tiene crueles carniceros.12





La coacción se había generalizado, con diferencias que dependían del carácter más o menos benévolo de los encomenderos, y sería una característica permanente no solo en la primera fase de la dominación española, sino en toda la vida colonial y republicana.


De todas formas, es claro que en el territorio de la Nueva Granada no existían las condiciones mínimas del modo de producción capitalista: fuerza de trabajo libre sin otra posibilidad de sustento que el salario, total apropiación privada de la tierra, amplia circulación mercantil, acumulación de capital a una escala cada vez mayor, esferas para su realización, etcétera. Según Konetzke, la situación y las perspectivas del trabajo asalariado en toda la América española eran similares a las descritas para la Nueva Granada:




Los indios no querían trabajar por un salario, en el número requerido y por períodos prolongados. Con trabajar doce o quince días, según los informes, les alcanzaba para pagar el tributo de todo el año; para su sustento les bastaba con trabajar anualmente cuarenta días en sus propias tierras. Como sus pretensiones eran mínimas, les faltaba un estímulo para trabajar más de eso.13





Para los españoles, en consecuencia, la única forma de hacerse al excedente de la población indígena fue la coerción extraeconómica, apoyada y legalizada por las relaciones de dominación preexistentes. En efecto, los caciques y capitanes se convirtieron prácticamente en agentes de la Corona, y se les concedieron privilegios, tierras y a veces encomiendas, responsabilidades organizativas y títulos. Las encomiendas en la sabana de Bogotá, por ejemplo, se organizaron con base en las capitanías, pueblos enteros sometidos a la dirección de un capitán indígena, como lo muestra Hernández Rodríguez:




Lo que se encomendaba era un clan o una tribu y no indios sueltos reunidos al azar […] El repartimiento de indios […] fue propiamente un reparto de grupos de indios preexistentes, de clanes y de tribus. La tasación no recaía sobre personas individualizadas sino sobre el grupo. El cacique era su representante y quien debería pagar el tributo a nombre de su clan o de su tribu.14





La encomienda significó la apropiación de trabajo, materializada tanto en el seno de los pueblos indígenas como bajo la supervisión de los encomenderos o sus delegados —llamados frecuentemente “calpixques”—, que eran indios no pertenecientes a la tribu explotada, mestizos o esclavos negros. Este sistema combinado de apropiación permitió que en ocasiones coexistieran las formas de trabajo propiamente indígenas —parte de cuyo producto se arrancaba por medio del tributo—, con otras formas de trabajo improvisadas por el encomendero, que se prestaban en servicios. Juan Rodríguez Freyle nos presenta la explotación de la encomienda en los siguientes términos:




Los encomenderos y vecinos del Nuevo Reino estaban en costumbre de que los indios no solo les diesen tributos de oro y mantas y esmeraldas y otras cosas de esta suerte, que son llamados tributos reales, pero otros aprovechamientos de ayuda de costa, como eran tantas cargas de leña y tantas de yerba cada semana, y tanta madera para bohíos; y no solo habían de traer el trigo y maíz para su mantenimiento de sus casas, más todo lo demás que se hubiera de vender y otras cosas de esta suerte […] y a esto llamaba tributo y servicio personal.15





Freyle describe el método “antiguo” de la encomienda, pues cuando él escribe, en el siglo XVII, esta ya ha sido reglamentada por la Corona, que suprimió su carácter de renta en trabajo, permitiendo tan solo el tributo en especie. La Corona quiso aplicar una política de protección de la organización social indígena y sus formas de trabajo cuando estas eran todavía la fuente principal de los abastecimientos urbanos y mineros. La rápida extinción de la población hizo aún más urgente esa medida. Los indios no habían estado nunca sometidos a regímenes de trabajo regular, y su organización social, aunque se conservaba en ciertos aspectos, se había desvertebrado progresivamente. El deterioro en el consumo de los pueblos indígenas, mientras al mismo tiempo se incrementaba la intensidad de las labores, trajo consigo que muchos aborígenes sucumbieran ante las desmesuradas e inusitadas exigencias laborales, sobre todo porque nadie cuidaba de alimentarlos debidamente16.


Andrés Díaz Venero de Leiva, primer presidente de la Audiencia de Santa Fe, detallaba en su orden las plagas que asolaban a los indígenas a fines del siglo XVI:




Cuatro géneros de personas en estas partes hay que son encomenderos, soldados y gente perdida, calpizques que son verdugos de los indios para sus trabajos y doctrineros. Todos ellos comen y gastan de la sangre, sudor y trabajo de estos miserables y visten y triunfan ellos y sus familias de la pobreza y desnudez suya.17





Fuera de que los indígenas perecían en grandes cantidades por las condiciones de explotación a que eran sometidos, los encomenderos no tomaban en cuenta las necesidades de reproducción de la mano de obra y atentaban contra ella al separar a los indios de sus mujeres. Según Juan Friede, en su estudio sobre el obispo de Popayán, Juan del Valle, en 1550 los encomenderos protestaron cuando Del Valle favoreció los matrimonios entre indios, pues los consideraba libres. Los encomenderos no querían admitir que se perdiera tiempo laborable en los cuidados necesarios del embarazo y la reproducción de la mano de obra; preferían rendimientos inmediatos a la permanencia de sus sistemas de explotación. Juan del Valle acusa a los encomenderos de cargar a los naturales con pesos excesivos y de no excluir del trabajo ni siquiera “a ‘las mujeres preñadas y paridas’, por lo cual muchas mueren”18.


La catástrofe demográfica de la Nueva Granada está corroborada ampliamente por muchas fuentes. Pacheco y Cárdenas reportaba que en las zonas mineras habían en 1540 más de 331.000 familias indígenas y que cuarenta años más tarde no quedaban 29.90019. De las cuentas hechas por Colmenares para la provincia de Tunja, habitaban en ella en 1551 alrededor de 196.000 indígenas, pero cincuenta años después tres cuartas partes de la población se habían extinguido20. Para la provincia minera de Pamplona la población se reduce entre 1560 y 1640 en un 86 %21, mientras que para Popayán y Pasto los indios registrados por las visitas bajan de 31.000 en 1558 a 10.000 en 160822.


Antes que el venero de la mano de obra indígena se extinguiera por completo, entró en vigencia la política colonial de protección a los naturales, con el apoyo del clero español y por conducto de las poderosas instituciones que tomaron cuerpo durante la segunda mitad del siglo XVI. Sin embargo, la puesta en práctica de tal política se vio estorbada por el poder local de los encomenderos, quienes por mucho tiempo hicieron imposible la retasa y rebaja de los tributos que percibían, como también una supervisión que limitara los servicios exigidos por ellos a sus encomendados. Freyle nos informa que solo a partir de 1571 empezaron los corregidores a inspeccionar las encomiendas en el Nuevo Reino y esto cuando el exterminio de los tributarios minaba ya la base económica de la institución. Asimismo, la relativamente fácil pacificación de la mayor parte del territorio neogranadino hacia fines del siglo XVI tornaba el carácter militar de la encomienda en algo superfluo e incluso peligroso para el poder del Imperio en las colonias.


Cuando en 1548 se hizo el primer intento de aplicar las nuevas leyes, la respuesta de los encomenderos fue el levantamiento militar. La insubordinación de Pizarro en el Perú, que duró prácticamente un año23, y la de Álvaro de Oyón en el Cauca pudieron sofocarse, pero solo con la ayuda de los propietarios de estancia, los comerciantes y otros vecinos. Por otra parte, la Corona otorgó ciertas concesiones, tales como la congelación de la política antiencomendera durante veinte años, el privilegio de prolongar la encomienda durante dos vidas, que más tarde se amplió a tres, y finalmente la garantía de la entrega de tributos, aun cuando el control de la mayor parte de la población indígena estaba directamente en manos de la Corona.


En términos legales, el dominio del encomendero no incluía las tierras de los indios tributarios. La concesión real se refería exclusivamente a un tributo en especie, pero no comprendía la propiedad territorial. Como, en general, el interés de los colonos no estaba tan centrado en la propiedad territorial como en la mano de obra, porque en la mayoría de las regiones ocupadas abundaban las tierras fértiles y de fácil acceso, la titulación más bien se descuidó, corriendo a cargo primero de los cabildos y luego de las autoridades reales, y cobrando enorme importancia la ocupación de hecho. Esta se intensificó en la medida en que la agricultura indígena se descomponía para ceder su sitio a la hacienda y a la pequeña producción, que la irían desplazando progresivamente. Sin embargo, la usurpación de las tierras se extendió con el desarrollo de la ganadería, casi siempre en desmedro de las parcelas indígenas, que carecían de delimitación efectiva.


El problema se agravó con las frecuentes exigencias de los estancieros ganaderos en demanda de “campo abierto” —abolición de las cercas que protegían los cultivos—, con perjuicio de los agricultores24. En tales circunstancias, es probable que parte de los encomenderos fueran simultáneamente terratenientes, con la ventaja de poseer durante un cierto tiempo el monopolio de la mano de obra indígena. No había dificultad entonces para que estos poderosos señores obtuvieran no solo la ocupación de hecho de las tierras indígenas, sino también la titulación por parte de los cabildos.


La legislación de 1591 favoreció la transformación de los encomenderos en terratenientes, pues permitió legalizar las ocupaciones de hecho mediante el pago de una determinada suma de dinero (composiciones) a la administración real. La medida autorizó también a los colonos influyentes que, sin ser encomenderos, poseyeran ganado, la legalización de su dominio sobre extensos territorios. De todas maneras, los encomenderos eran pocos y sus privilegios se contraponían a los intereses de estancieros, comerciantes y mineros que no disponían de acceso a la mano de obra indígena, debiendo recurrir a la explotación de los esclavos y los colonos españoles pobres, o haciendo tratos con los encomenderos de quienes lograban a veces el alquiler de algunos de sus tributarios.


Si bien la política antiencomendera se impuso con lentitud, no por ello dejó de ser eficaz: los corregidores entraron a administrar directamente los pueblos indígenas y los visitadores restringieron la intensidad y la frecuencia del tributo. Fuera de esto, se restringió el disfrute de la encomienda a un máximo de tres vidas, es decir, no tenía carácter patrimonial y su transmisión por vía hereditaria quedaba en entredicho.


Muchas encomiendas pasaron, además, a la Corona. En 1636, de los 9.272 tributarios que restaban en la provincia de Tunja había 1.252 en “ocho pueblos principales (Duitama, Turmaquí, Sogamoso, etc.) pertenecientes a la Corona y, por consiguiente, sustraídos de la encomienda particular”25. Esto significa que un 13.5 % de los tributarios estaban bajo el control de la Corona y, en la medida en que ellos se iban reduciendo, crecían las encomiendas reales a expensas de las privadas; ambas, sin embargo, estaban bajo la supervisión administrativa de la autoridad real.


En esta etapa no puede hablarse propiamente de una agricultura criolla de gran hacienda y pequeña propiedad parcelaria, aunque ambas se venían desarrollando en sus formas germinales. El avance de la pequeña propiedad parcelaria se hallaba especialmente entrabado, pues su existencia supone la libre apropiación de la tierra, limitada tan solo por la capacidad de trabajo del campesino y su familia, y no por un régimen de propiedad realenga que “sólo podía adquirirse merced a la concesión real […] [donde] toda ocupación privada de la tierra era ilegal”26. Así, la propiedad legal solo estaba al alcance de personas con influencia primero en los cabildos y más tarde en las autoridades reales. Pero es más: la libre apropiación de la tierra entraba en contradicción con las formas de tenencia que necesariamente acompañaron la explotación forzada de la mano de obra en la agricultura, ya fuera servil o esclavista. Konetzke observa el fenómeno, para la América Latina, en los siguientes términos:




La emigración campesina [de España] hacia las Indias siguió siendo escasa y chocó con la resistencia tanto de los terratenientes feudales de España como de los encomenderos, quienes no querían que al lado de sus haciendas y minas con trabajo forzado surgieran fincas de otra naturaleza.27





La propiedad de la tierra, adjudicada por cesión y subordinada a la influencia política de los solicitantes, sirvió de base para el proceso de monopolización que más tarde obligaría a los campesinos a establecerse en terrenos ya cedidos y a redituar a sus dueños en especie y en dinero. Las olas migratorias que partieron de España hacia la Nueva Granada, en número mayor durante el recesivo siglo XVII, se dirigieron entonces de preferencia hacia las regiones de Santander y Antioquia, desprovistas de población aborigen, y no hacia el centro y el suroccidente del virreinato, caracterizados por la dominación y tributación de la población indígena. Colmenares trae a cuento varios incidentes para probar que “los encomenderos se oponían a que se otorgaran las tierras de sus indios”28, pues recibían del trabajo indígena todos sus abastecimientos e ingresos, en caso de que se resolvieran a vender en los mercados urbanos el producto de los tributos. Las estancias y aun las pequeñas propiedades eran usos alternativos tanto para la tierra como para la mano de obra. Para los terratenientes, que más tarde se repartirán entre sí la escasa mano de obra de los indígenas sobrevivientes, la pequeña propiedad parcelaria ofrecía las mismas perspectivas adversas: si los trabajadores se convertían en propietarios, ya nunca aceptarían trabajar para un gran terrateniente. Y en todo caso, los excedentes producidos por los campesinos ya no podrían ser usufructuados por unos escasos individuos.


La configuración de la propiedad territorial empezó a desarrollarse en forma profundamente diferenciada, más aún después de las leyes de 1591 que dieron ostensible ventaja a los ocupantes de hecho que dispusieran de suficientes recursos para pagar las composiciones. La expansión de algunas posesiones fue abrumadora: Colmenares nos informa que una tercera parte de la sabana de Bogotá estaba ocupada por la hacienda de Francisco Maldonado de Mendoza, que había crecido a fines del siglo XVI a costa de las tierras de los indios de Funza29. Patrones similares se dieron también en las provincias de Tunja, Popayán y Pasto. Como resulta apenas lógico, la apropiación estuvo limitada por el poblamiento, las facilidades de transporte y la mayor o menor existencia de tierras apropiadas para la ceba de ganados cercanas a los centros de consumo. La cría de reses se llevó a cabo en las sabanas del Tolima, del Huila y de la Costa, y aun en los llanos del Meta, pero más que estancias eran puntos de embarque para las expediciones de caza del ganado cimarrón.


Durante el siglo XVII la agricultura criolla, en su conjunto, avanzó con mayor rapidez puesto que el debilitamiento de los encomenderos y el racionamiento por mandato real de la mano de obra indígena permitieron dedicar parte de esta a las labores de las grandes estancias. Los encomenderos perdieron también, cada vez más, el comercio de las vituallas que percibían como tributo. El trigo, la cebada, el maíz, la papa, las turmas y hortalizas empezaron a sufrir competencia: la agricultura indígena se contraía y la española por consiguiente se expandía. La carne comenzó a ser abundante, siendo abastecida por grandes estancieros —entre los cuales descuellan los jesuitas— y por encomenderos que eran a la vez terratenientes.


El avance de las estancias marca la decadencia de la encomienda como forma de monopolio sobre la mano de obra y, en parte, sobre el comercio de los frutos de la tierra. En suma, la radical mortandad de los tributarios, la pérdida del monopolio sobre el trabajo de los tributarios sobrevivientes, la temporalidad de las encomiendas, la restricción en el monto de los tributos y el alza de los costos de sostenimiento condujo a los encomenderos y parásitos de la conquista a la ruina creciente, la cual recayó con más fuerza en aquellos que no usufructuaban paralelamente minas o estancias.



El concertaje



La producción minera tuvo una expansión sostenida hasta finales del siglo XVI. El punto máximo se alcanzó en 1590-1600 como resultado de la explotación de los ricos yacimientos de Remedios y Zaragoza. A partir de ese momento la minería entró en una crisis que no terminaría verdaderamente hasta la tercera década del siglo XVIII, sin volver a alcanzar el auge de aquellos años. El receso obedeció principalmente a la contracción demográfica, aunque también tuvo influencia la baja relativa de los precios de los metales en Europa durante el siglo XVII30. La escasez de mano de obra se manifestó en el profundo desequilibrio entre la producción agrícola y la minera. Todavía a fines del siglo XVI, “sobre los indios pesaba no sólo el trabajo de las minas casi íntegro, sino el sistema entero de abastecimientos agrícolas. Esta doble carga provocaba una tensión constante que sólo podía resolverse en favor de la producción agrícola”31.


El resguardo de la diezmada población indígena fue precisamente un objetivo de la política real que inclinó la balanza a favor de la agricultura. La minería entró a depender cada vez más de las importaciones de esclavos y, aun así, su nivel de producción se mantendría estancado o se reduciría. La Corona buscaba concentrar a los indígenas en sitios adecuados, revivir la agricultura indígena y asignar una parte de la mano de obra disponible a la agricultura, la minería, los obrajes y el transporte.


En los resguardos de la Nueva Granada una cuarta parte de los indios útiles fue alquilada a estancieros, mineros y comerciantes. Los salarios se pagaban al cacique o capitán y no en forma individual, pero en el fondo contribuían a cubrir los tributos del pueblo indígena. El corregidor se encargaba de cobrar los impuestos y distribuirlos, así: un 20 % para la administración real como quinto, un 10 % para la Iglesia y el resto repartido entre los gastos administrativos, el sostenimiento de la parroquia y el tributo del encomendero. Otra porción de los tributos provenía de las labranzas que ejecutaban en el resguardo las tres cuartas partes restantes de los indios útiles, más precisamente sobre las tierras comunales. El producto de las faenas comunitarias se destinaba no solo a pagar tributos sino también a sostener el consumo de caciques y capitanes. Las “labranzas particulares” abastecían el consumo esencial; el tiempo involucrado allí se constituía, por lo tanto, en trabajo necesario o en su equivalente salarial bajo la responsabilidad directa del tributario32.


Según Hernández Rodríguez, el concertaje o mita se remonta “en grandes proporciones (a) algunas costumbres aborígenes que le sirvieron de antecedentes”33. El sistema parece haber sido adoptado de los incas y aplicado en toda la América española por el Consejo de Indias34. Sin embargo, es evidente que los españoles transformaron e intensificaron anteriores formas de dominación aborigen, incluso extendiéndolas a poblaciones que no las habían desarrollado. Los cambios realizados por los españoles introdujeron nuevos productos y formas de labranza y, en el caso que nos ocupa, limitaron las tierras de resguardo para impedir los prolongados descansos de la tierra, lo que implicó profundas modificaciones en la intensidad del trabajo agrícola.


Los mitayos o concertados eran asalariados, pero en un sentido muy diferente al que connota dicha categoría bajo el capitalismo. En efecto, el concertaje suponía un contrato colectivo entre el cacique o “representante” de los alquilados, encargado de obligarlos a cumplir el concierto, y el usuario le pagaba el jornal estipulado por la administración española. El salario no era entonces el equivalente del trabajo necesario del mitayo y por tal razón el usuario se comprometía a alimentarlo mientras estuviera a su servicio. A ciencia cierta, el tal salario se convertía en trabajo excedente, pues engrosaba los fondos tributables, y su monto se calculaba por vía administrativa sobre la base de lo que hubiera producido el indígena a los beneficiarios de la tributación (en especial, al fisco) de no haber sido removido de las actividades del resguardo.


A su vez, el usuario del trabajo mitayo extraía un excedente adicional del indígena, igual al valor producido por este, deduciendo los pagos por su alquiler y los gastos de mantenimiento. En todo caso, el salario no cubría el trabajo necesario de la mano de obra y sus oscilaciones no correspondían a los altibajos de un mercado libre de trabajadores. Por el contrario, a pesar de la aguda escasez de mano de obra que caracterizó la mayor parte de la etapa colonial, los estancieros conseguían mitayos prevalidos en su influencia. Lo predominante en esta relación residía en la obligación laboral de los mitayos de prestar el servicio, impuesta institucionalmente por una combinación de autoridad ancestral, cepo y autoridad real y, finalmente, adoctrinamiento religioso. No hay entonces nada en este tipo de explotación que se asimile al capitalismo, en el que la coerción proviene de factores exclusivamente económicos. Ni existe, en consecuencia, ninguna razón para ver en el mitayo el antecedente del moderno proletario.


Mientras subsistió, la mita cobró importancia en la asignación de la decreciente fuerza laboral indígena, siendo especialmente favorable para el desarrollo de las haciendas. Si bien es cierto que todavía en 1605 “los partidos de Santa Fe y Tunja tenían la obligación de contribuir cada año con 700 indígenas para beneficio de las minas de plata de Mariquita”35, para la generalidad del Nuevo Reino la minería se alimentó muy aisladamente de mitayos. En la región del Cauca los encomenderos siguieron mostrando una gran fortaleza política, que les permitió seguir usufructuando la mano de obra indígena36. Aun así, la extinción acelerada de los naturales condujo a que paulatinamente se desarrollara una división del trabajo: los esclavos negros fueron concentrados en el trabajo de las minas, mientras que los indígenas los abastecían con sus labranzas y su trabajo en las estancias.


En las regiones de Santa Fe, Tunja y Pamplona, el concertaje contribuyó indudablemente al surgimiento y a la consolidación de grandes estancias. De hecho, la mita entrañaba un privilegio exclusivo de los propietarios más grandes e influyentes, y llegó a legislarse que los usuarios debían poseer estancias de más de doscientas cabezas de ganado o cultivos de más de veinte fanegadas. Obviamente, estas medidas fortalecieron a la gran hacienda e impidieron la explotación de la mano de obra indígena resguardada por parte de los medianos y pequeños productores.


En este periodo la política española fue contradictoria: mientras favorecía la agricultura indígena que aglutinaba, en teoría, a la mayoría de los indios útiles, al mismo tiempo impulsaba la gran propiedad territorial, al permitir la explotación del grueso de los mitayos. Sin embargo, en la medida en que aumentara el radio de acción de la estancia, iba a disminuir la agricultura del resguardo, pues la primera le disputaba a esta los trabajadores y las tierras, socavando las bases materiales de su existencia.


En el siglo XVII la economía colonial siguió enfrentando el problema de la escasez de brazos, algo atenuado ya por la expansión demográfica mestiza, que revistió aún mayor importancia en la recuperación que se observa a partir de la tercera década del siglo XVIII. En efecto, a mediados del siglo XVII la tasa de expansión de la población en su conjunto volvió a tornarse positiva, aunque el número de individuos considerados indígenas continuó decreciendo37. Tal repunte demográfico no bastó para conjurar la competencia entre hacendados, mineros, instituciones religiosas, transportadores, dueños de obrajes y otros para mantener sujetos a indígenas y mestizos. Sobrevino así una paulatina crisis en el sistema de reparto administrativo de la mano de obra indígena, que se manifestó con especial fuerza durante el siglo XVIII. Según Margarita González, “los caciques perdieron su autoridad en la medida en que se fugaban los indios”; los indios huían precisamente para evitar el trabajo no remunerado en los lotes comunales y para no ser obligados a prestar las “demoras” en tareas diversas y lugares lejanos a sus pueblos. Tenían oportunidad de escapar porque los terratenientes los concertaban individualmente, adjudicándoles el derecho a un lote de pancoger y a vivir junto con su familia —sentando así condiciones favorables para la reproducción de los arrendatarios—, y pagándoles en dinero y además con “raciones” productos de la estancia, frecuentemente carne, de las que podían disponer como equivalente salarial.


La inversión de la tendencia demográfica en la mitad del siglo XVII se debió sin duda al mestizaje y al hecho de que esta nueva población pudo adaptarse al medio creado por la ocupación española. Los mestizos no eran considerados tributarios, ni cayeron bajo la jerarquía que sometía a los indígenas.


Los vecinos blancos que llegaron como inmigrantes durante el siglo XVII para establecerse alrededor de los resguardos o dentro de ellos, convivieron con mujeres indígenas y a veces reconocieron a sus hijos38. La mano de obra resultante se fraccionó en arrendatarios de haciendas, con frecuencia en mejores condiciones de las que disfrutaban los arrendatarios indígenas; en artesanos y pequeños campesinos parcelarios, cuando tuvieron oportunidad de adquirir la propiedad de la tierra, y también, como se menciona en las crónicas, en vagabundos que eran forzados a trabajar en las obras públicas por las autoridades locales39.


Puede concluirse que la mano de obra tributaria no encontró el campo abierto para reproducirse y su número declinó. Hubo entonces un paulatino decrecimiento de los indígenas en los resguardos, que fueron agrupados unos con otros, trasladados a tierras más distantes y menos fértiles o simplemente disueltos. Únicamente en la región suroccidental, los resguardos mantuvieron su vigencia, tanto así que resistieron no solo los embates de la política colonial sino también los de la republicana.


Evolución tecnológica


Las evidencias encontradas en torno a las técnicas de los indígenas inducen a suponer que predominaba el cultivo extensivo: largos periodos de descanso de la tierra, siembra densa para evitar la invasión de malezas y el deshierbe, que cuando resultaba inevitable se acometía manualmente con hachas de piedra y mediante el volteo de la tierra en algunos casos (yuca y papa)40.


La quema, la roza y la siembra apenas requerían palos aguzados, palas y azadas de madera y hachuelas de piedra o hueso. La relativamente baja densidad demográfica de las tierras disponibles permitía su explotación espaciada y ahorraba el esfuerzo humano requerido en la fertilización. Solo en ciertos casos en que los sembradíos eran insuficientes en relación con la población, como entre los muzos y los guanes, se hizo menester adoptar sistemas de riego “con que regaban y fertilizaban sus términos y regalaban a sus vecinos”41. El sistema de terrazas de siembra fue encontrado, además, en el caso de los chibchas, en Saucio, Facatativá, Tocancipá y Tunja42, y en los arhuacos, en la Sierra Nevada de Santa Marta43.


Las fuentes proteínicas principales del consumo indígena se derivaban de la pesca y la caza. No se llegó a contar con especies domesticables que aseguraran un suministro constante y reproducible con base en el pastoreo.


El tiempo de trabajo necesario para satisfacer el bajo nivel de necesidades era, en consecuencia, relativamente corto: con tres horas diarias de labor, aprovechando los periodos estacionales más o menos intensos de acuerdo con el ciclo de los cultivos, y con parte de los efectivos tribales dedicados a la caza, a la pesca y a la producción de sal, los muiscas se hallaban en una etapa de alto desarrollo social. Intercambiaban los tejidos de algodón de las tribus de tierras bajas por sal,




cada cuatro días se realizaban ferias en las aglomeraciones más importantes; no existía el dinero, se procedía más por trueque […] como la zona chibcha carecía de oro y los orfebres lo necesitaban en abundancia, se intercambiaban por el metal precioso aportados por países limítrofes, los productos locales, principalmente sal, vestiduras de algodón y esmeraldas.44





Si bien los muiscas constituían “estados que manejaban grandes masas de tributarios y una concurrencia temporal de mantas, tejuelos de oro, sal, plumas, coca y coladoras por concepto de tributos”45, las evidencias señalan que el monto del sobretrabajo entregado a las jerarquías políticas y sacerdotales era menor al que tuvieron que redituar cuando la dominación española se sobrepuso a la tribal.


Es indudable que el arribo de los españoles puso fin a este espacioso régimen de trabajo, aunque más tarde se registraron importantes tendencias hacia un relajamiento de los esfuerzos impuestos durante los primeros setenta u ochenta años de la Colonia, especialmente a partir de la disminución tan abrupta de la presión demográfica sobre las tierras disponibles. Las huellas de la brutal opresión a que fueron sometidos los indígenas aparecen prácticamente en todos los aspectos de la vida colonial del siglo XVI. Resulta apenas lógico que los españoles “sólo podían sentir una furiosa irritación contra aquellos salvajes poco prácticos y poco dignos de confianza, que siempre se estaban escapando a los bosques, o en otro caso, muriéndose sin un motivo conocido”46.


En los casos en que los españoles obligaron a los indígenas a agruparse, juntar sus parcelas y sembrar cereales, se incrementó notablemente la jornada de trabajo agrícola. Ciertamente, el cambio implicaba una merma de la alta productividad anterior pues había que preparar la tierra mediante el volteo y el arado, lo cual se efectuó con instrumentos de madera y poca asistencia de animales de tiro47. La regeneración natural de la tierra, mediante el largo descanso o barbecho, era reemplazada por el esfuerzo humano: “Cuando un trozo de terreno comienza a ser cultivado con mayor frecuencia —bajo técnicas preindustriales— generalmente se hace necesaria una mayor cantidad de trabajo agrícola que antes por cada hectárea de cultivo”. Como lo observa Esther Boserup, si bien se eleva la producción por unidad de área, tal aumento es mucho menor que el incremento del trabajo invertido. Las innovaciones introducidas en la agricultura indígena incluyeron:




el trigo, cebada y semillas de hortalizas, que todo se dio bien en esa tierra; conque se comenzó a fertilizar la tierra con estas legumbres, porque en ella no había otro grano si no era maíz, turmas, arracachas, chuguas, hibios, cubios y otras raíces y fríjoles, sin que tuviesen otras semillas de sustento.48





El que así escribe, Rodríguez Freyle, ignoraba que el trigo y la cebada rinden menos calorías por unidad de trabajo y área sembrada que el maíz, el fríjol o los tubérculos nativos49. La presión de los españoles sobre los indígenas para que se agruparan y cultivaran cereales fue rechazada en forma activa y pasiva, “por más que las autoridades se empeñasen en que plantaran aquel cereal y dejaran el palo de cavar por el arado”50. Por razones similares, se hizo difícil concentrar a los indios y forzarlos al cultivo continuo de la misma parcela: “A pesar de la reagrupación efectuada por Melchor Vásquez Campuzano —escribe Colmenares sobre la Pamplona de 1560— muchos de los indios cultivaban dispersos todavía en 1602”. La misma dispersión y la itinerancia de las parcelas se observa en buena parte de Boyacá y también en la provincia de Santa Fe. La presión sobre la tierra por parte de los colonos era todavía mínima a fines del siglo XVI, incluso debió de haber un sobrante muy grande de ellas ante la catastrófica despoblación. Por tanto, al resistir los cambios impuestos por la administración, los indígenas no defendían las tierras. Al parecer, rechazaban de plano que se les arrancara un excesivo sobretrabajo en los lotes comunales de los resguardos y en los conciertos obligatorios. De un lado y del otro, se oponían al cultivo intensivo y poco productivo por el que presionaban los españoles para satisfacer su dieta.


Cuando a los indígenas se les fijaron linderos en los resguardos, hubo que reemplazar el sistema de barbecho largo por uno más corto: la productividad se resintió, pero el efecto negativo quedó un tanto neutralizado por la posibilidad de rotar diferentes cultivos, especialmente con base en el fríjol. Colmenares nos informa que los indios de Cácota fueron trasladados de tierra caliente a tierra fría a principios del siglo XVI; estos se quejaban de “que no había tierra bastante para que los indios tuvieran tierra año y vez, por ser la más tierra doblada”. Tal situación apunta a un barbecho cuya duración oscila entre seis meses y un año. Además, como el maíz de tierra caliente abarca un ciclo de cinco meses y el de tierra fría uno de nueve, los indios cácotas se veían en la imposibilidad práctica de hacer descansar la tierra, con la secuela del agotamiento progresivo y de una merma en las fuentes elementales de subsistencia.


Según la información recopilada por Colmenares, los resguardos de Pamplona, Tunja y Santa Fe tenían un promedio de 1.5 hectáreas por tributario, lo cual permite, en el caso de que se cultivaran áreas no mayores de 0.5 hectáreas, dar reposo a la tierra durante un año. Si bien al declinar el número de tributarios de los resguardos aumentó la proporción de tierra per cápita, el arriendo de los campos sobrantes a los vecinos blancos y mestizos frenó la rotación de la tierra cultivada. Hubo disposiciones, incluso como una en la provincia de Boyacá en 1755, que amenazaban con que “la posesión individual de los indios cesaría si las tierras no se cultivaban por el espacio de 3 años”51.


Fue así como los agricultores indígenas concentrados en los resguardos se vieron impedidos para cultivar la tierra en forma extensiva y presionados a aumentar la jornada de trabajo.


El descenso de la productividad del trabajo en los cultivos impuestos por los españoles y en la organización interna de los resguardos estuvo acompañado por una intensificación de la jornada de trabajo en las tareas dirigidas por los colonos. Se introdujeron turnos de once y doce horas en los socavones de las minas, en los obrajes, en las faenas de arriería y bogaje; en la agricultura las horas de luz medían la jornada de los mitayos o concertados.


Los españoles no solo implantaron grandes cambios en la jornada y la productividad del trabajo, sino que provocaron una verdadera revolución en el uso de la tierra. En términos simples, hubo “una sustitución en gran escala de una población humana por otra animal”52. Los vacunos introducidos tempranamente se reprodujeron con asombrosa rapidez y empezaron a asentarse en las periferias de las zonas ocupadas por los españoles, pero de allí pasaron a las zonas agrícolas que iban decreciendo con la extinción de la población aborigen. La expansión ganadera determinó que la presión sobre la tierra se manifestara con fuerza durante el siglo XVIII. Aunque todavía a mediados del siglo XVI se registraba “escasez de ganado en Santa Fe y Tunja y los caballos valen más caros”53, ya en 1635 el quintal de carne valía dos pesos oro, precio que se mantendría estable prácticamente durante más de cien años, porque los estancieros obtenían la ayuda de los cabildos para regular los precios y evitar su caída.


Son contadas las evidencias del uso de animales de tiro en la agricultura, aun en las estancias españolas, y su generalización, acompañada por el arado de tipo andaluz, es si acaso un desarrollo del siglo XVIII54. El caballo casi no fue utilizado como animal de tiro sino como medio de transporte, pues requería arados livianos de acero y un arnés especial, desconocido por los españoles. Su cruce con el asno dio lugar a la pacientísima mula que reemplazó parcialmente a los portadores humanos de cargas y hombres. Todavía durante el siglo XIX y en los primeros años del XX era corriente el viaje “a lomo de indio” de Honda a Bogotá, de Pasto a Barbacoas y de Cali a Buenaventura. Las mulas entraron a desempeñar un papel fundamental en aquellos casos en que los hombres no podían con cargas demasiado grandes. Las enormes dificultades del transporte demandaron un buen número de recuas y por consiguiente tuvieron que dedicarse vastas extensiones de tierra al cultivo de forrajes.


Del uso diferente de la tierra y del hecho de que parte de ella se destinara al pastoreo de vacunos se desprende un fenómeno contradictorio: la falta de complementación de las actividades agrícolas y pecuarias. Lo ideal hubiera sido que la cría de ganado suministrara bestias de tiro y abonos para la agricultura y que se hubiera delimitado las tierras, según su calidad, para el pastoreo o el cultivo intensivo. Por el contrario, los vacunos asolaron con frecuencia las parcelas de los indígenas, imposibilitados de cercar sus cultivos por estar ello expresamente prohibido. Solo en los cañaverales de tierras medias y feraces hubo alguna combinación: “el cogollo mantiene a los bueyes o bestias de los trapiches muy gordos”, observa fray Juan de Santa Gertrudis en uno de sus viajes por tierra caliente. Por lo general, la ganadería se expandió espontáneamente a territorios cada vez más amplios, irrumpiendo también en las tierras más fértiles y feraces del virreinato.


Con todo, la tecnología de tipo español no fue siempre perniciosa. El azadón metálico permitió un deshierbe más eficaz y rápido, lo mismo que una siembra más profunda y con menor gasto de semillas. El hacha y el machete incrementaron la productividad de la tala y el despeje de rastrojos. El arado de madera con puntas de acero y el rastrillo con puntas de metal, arrastrados ambos por bueyes, permitieron cultivar tierras duras, a diferencia del chuzo de madera y la siembra superficial. La hoz y nuevamente el machete aligeraron el corte de los cereales y la caña de azúcar. La molienda de esta última se llevó a cabo en la mayor parte de los casos con trapiches muy primitivos, siendo los más productivos movidos por mulas y bueyes, y los más atrasados empleaban fuerza de trabajo esclava. En general, la rueda se aplicó en forma limitada y en carretas que solo podían recorrer distancias cortas por la inexistencia de caminos adecuados. También se vio limitado el uso de la rueda en los molinos de viento y agua, tal como se colige de los relatos de fray Juan de Santa Gertrudis, en cierta ocasión en que un terrateniente solícito le pidió diseñar los planos55.


La adaptación de la tecnología española fue apenas parcial y se fundió con las prácticas locales de los indígenas. La agricultura aborigen siguió dependiendo en mayor o menor medida de las viejas técnicas prevalecientes en las condiciones del cultivo intensivo, aunque asimiló en especial el machete y otras herramientas cortantes traídas por los españoles. Las pequeñas propiedades de blancos y mestizos, especialmente cuando pudieron ocupar las tierras de ladera, cuya inclinación impedía el uso del arado y el buey, desarrollaron técnicas de preferencia con base en la roza, la quema y la siembra superficial. La hacienda, a su vez, al monopolizar grandes extensiones, volvió a fundar su explotación en los descansos prolongados de la tierra, ahorrándose de esta forma la mano de obra, tan escasa, por lo menos hasta bien entrado el siglo XIX. Como lo anota Capdequí, la tierra era “económicamente aprovechable con rendimiento digno de tenerse en cuenta, cuando se poseía en grandes extensiones que permitían dejar en barbecho durante bastante tiempo los campos que una vez habían sido cultivados”56.


En términos generales, los efectos de la dominación española sobre la productividad del trabajo fueron negativos, contrarrestados por la considerable ampliación de la jornada de trabajo y la reducción del consumo individual. La diezma del número de tributarios, derivada de esta situación, hizo disminuir la producción de alimentos y en consecuencia el mercadeo del excedente. Los índices de precios compilados por Pardo para Santa Fe de Bogotá muestran tendencias a la baja en la segunda mitad del siglo XVII y durante el siglo XVIII, pero estas son protuberantes solo para el azúcar, mientras que la carne guarda estabilidad. Tal hecho, sumado a los altísimos costos del transporte, impulsó el autoconsumo donde este era posible. Así, West relata cómo las cuadrillas de esclavos en el Chocó, Antioquia y Barbacoas se dividían en dos: una se dedicaba a producir los alimentos para la otra, que lavaba las arenas o laboraba en los socavones.


Las condiciones generales de productividad mejoraron al obtener preeminencia la agricultura criolla sobre la indígena. De otra parte, la nueva población mestiza no pudo ser sometida en forma tan brutal como su antecesora; en la medida en que seguían escaseando los brazos y se ampliaban las haciendas, en especial la ganadera, mejoraron tanto la alimentación como las condiciones de trabajo.


La disolución de muchos resguardos, que cayeron en manos de pequeños propietarios, dio origen a un amplio sector campesino en Boyacá y Cundinamarca, el cual subsidió minuciosamente la tierra en parcelas separadas, rotándolas con cereales, papa y pastos para cabras. Otro sector del campesinado ocupó las tierras bajas y medias y se entregó al cultivo itinerante del maíz y el plátano. La quema continuó siendo el único medio de contrarrestar la voracidad de las malezas en las tierras húmedas.


El régimen de trabajo en las haciendas se relajó por las prácticas extensivas de cultivo y pastoreo, tan solo intensivas en las huertas de los arrendatarios. En las Indias no se dio, en todo caso, la revolución tecnológica que caracterizó al agro europeo durante el siglo XVIII: arados pesados de acero, introducción del caballo en la arada, rotación racionalizada, nuevos sistemas de drenaje, cría avanzada de ganado con base en cruces, pastos nutridos y granos, mejoras en el transporte y uso generalizado de la rueda57.


Aquí la parsimonia de la producción, perfectamente compatible con el exiguo crecimiento de los mercados y la gran extensión de los territorios monopolizados por los terratenientes, indujo un cambio técnico lento, solo quebrado ocasionalmente durante el siglo XIX con una que otra mejora. La hacienda se encerró en sí misma y aunque colocó parte de su producto en los mercados, solicitó poco de ellos, exceptuadas las importaciones para el consumo de los terratenientes. Esa inserción a medias, que aseguraba la producción interna de la mayor parte de las necesidades y aperos de los arrendatarios, casi nada contribuyó a la organización del trabajo en forma intensiva ni a la aplicación sistemática de la ciencia en la actividad económica. El aspecto fundamental reside, no obstante, en que las relaciones extraeconómicas de sujeción de los arrendatarios eran incompatibles con un régimen intensivo de trabajo, en el que se confunden en un mismo proceso el trabajo necesario y el sobrante. Si no existe la fuerza de trabajo en su forma de mercancía, y por lo tanto la jornada no puede ser dispuesta en la mejor y más económica forma por el capitalista, el ritmo de labores solo varía para el arrendatario si se le reduce el tiempo de ocupación en su parcela de pancoger para aumentárselo en los cultivos de la hacienda, parámetros muy estrechos si se quiere impulsar un modelo distinto de cambio técnico al que evidentemente se dio.


AGRICULTURA CRIOLLA


El desarrollo de la hacienda


La hacienda pudo desarrollarse suficientemente durante el siglo XVIII por contar con un abastecimiento adecuado de mano de obra. A partir de 1600 los terratenientes criollos pudieron explotar en forma restringida a los mitayos y, quizá más ampliamente, a los esclavos. Sin embargo, ya en las postrimerías del mismo siglo captaron una parte apreciable de los indígenas de los resguardos, a quienes convirtieron en trabajadores residentes. Más importantes en el conjunto del trabajo social del Nuevo Reino fueron los mestizos o “libres” atraídos en condición de moradores de las haciendas. Algunos colonos españoles pobres también fueron contratados como arrendatarios por los grandes terratenientes criollos.


Los pueblos indígenas de la altiplanicie cundiboyacense, y en menor medida los del Cauca y la costa, fueron invadidos y asediados por colonos españoles durante el siglo XVII. Las tierras sobrantes de los resguardos, aumentadas primero por la alta mortalidad de los tributarios y después por la fuga sistemática de los sobrevivientes hacia las haciendas o hacia el monte, fueron arrendadas a blancos y mestizos, cuyos pagos contribuyeron a engrosar el tributo que debía entregar el resguardo al fisco58. Sería sugestivo un análisis de los ingresos del fisco colonial para ver en qué medida estos decrecen con la extinción de los tributarios y si en efecto se recuperan por contar con parte del producto de los libres y las castas. En todo caso, los colonos blancos y los mestizos encontraron en los resguardos espacio para sobrevivir como pequeños productores. A la buena calidad de las tierras concedidas a los resguardos se añadían otras ventajas, pues allí las condiciones de asentamiento debieron de ser menos onerosas de las que prevalecían con un gran terrateniente criollo: la organización sometida de los cabildos de indios no se hallaba en términos de extraer altas rentas a los libres y aún menos por cuanto la legalidad de tal tipo de operaciones estuvo en constante entredicho.


La convivencia de colonos e indígenas en los resguardos, más la violencia de los españoles contra los indígenas, que también fue sexual, dio lugar a un amplio proceso de mestizaje. En efecto, “los mestizos fueron quienes en gran parte dieron el vuelco a la distribución demográfica […] se caracterizaron por una gran flexibilidad que les permitió adaptarse tanto a las nuevas pautas de poblamiento, como a las nuevas posibilidades abiertas en el campo”59.


Los mestizos no pudieron ser considerados jurídicamente como tributarios, ni tampoco como personas obligadas a trabajar para el fisco o los particulares. No obstante, frecuentemente la administración colonial hizo recogidas de “vagos” y los forzó a trabajar en las obras públicas; aún más generalizado fue el hecho de que si bien “los mestizos estaban exentos de los repartimientos […] podían ser sometidos a la esclavitud por deudas, y muchos lo fueron”60.


La carestía de la mano de obra hizo que los terratenientes desarrollaran diversos mecanismos para explotar en forma exclusiva a sus arrendatarios. De hecho,




un peón que llegaba a la hacienda tenía muchas dificultades para abandonarla […] se le podía impedir que se fuera alegando las deudas debidas al patrón […] estas deudas, cualquiera que fuera su origen, eran pagaderas en trabajo si no se pagaban en dinero y eran heredadas por los hijos.61





Para que tal sistema pudiera aplicarse hubo que contar con una estrecha ligazón entre los terratenientes y el poder local, que vigilara y castigara a los deudores o arrendatarios fugitivos, y aun dentro de la misma hacienda existieron instrumentos de castigo como el cepo, encontrado en buena parte de las haciendas del país. La relación de poder se dio efectivamente: cabildos coligados con los terratenientes y corregidores, más tarde intendentes y subordinados, que actuaron con firmeza para mantener sujeta la fuerza de trabajo de las haciendas. Parry observa que este fue el desarrollo local de las formas de producción y que no figura formalmente dentro del derecho español.


A la suerte de los arrendatarios no escaparon algunos colonos españoles pobres. En Boyacá, según Fals Borda, hubo entre 1770 y 1785 arrendatarios blancos en las grandes haciendas de Turmequé (23 vecinos) y en Toca (55 vecinos)62. Sin embargo, mediaban diferencias entre los arrendatarios blancos, mestizos e indígenas: los primeros ocuparon frecuentemente posiciones de confianza en labores de supervisión; eran los mayordomos que imponían las cargas terratenientes sobre indígenas y mestizos situados en los niveles rasos en las haciendas. Los sistemas jerárquicos variaban. A veces era un mestizo el hombre de confianza del terrateniente, mientras que en otros casos actuaron como calpixques ciertos indios traídos de otras regiones o aun esclavos.


El cambio del concierto colectivo entre terrateniente y cacique, a quien se le abonaba el alquiler semestralmente por el concierto privado entre terrateniente y arrendatario residente, se empezó a dar esporádicamente desde finales del siglo XVII, pero se aceleró notablemente durante el siglo XVIII. El pago que el hacendado cancelaba al resguardo por el alquiler fue reemplazado por un contrato verbal de arriendo. Este contemplaba la cesión de una parcela, adelantos en dinero y raciones, y, en contraprestación, la obligación de trabajar en la hacienda por un jornal. La cadena de deudas crecientes y hereditarias fue el complemento necesario para la reproducción de esta forma de trabajo forzado que se desarrolló en el Nuevo Reino y en muchas regiones de la América española.


Ya en 1740 se eliminaron los conciertos tradicionales en la sabana de Bogotá y “al que quiera concertarse se le ha aumentado el salario y las raciones […] pagan a los que se hayan concertado voluntariamente casi un tanto más de lo acostumbrado”63.


El relativo auge de la economía colonial a partir de 1730 impulsó la producción agrícola y pecuaria, aunque la oferta no suficientemente amplia de mano de obra actuaba aún como limitante. En consecuencia, en las haciendas el equivalente salarial se incrementó. La parte recibida en metálico fue importante como incentivo adicional para garantizar la permanencia de los arrendatarios en las haciendas, pero no prestaba en forma alguna un carácter capitalista a la relación de producción. En esta predominaron los instrumentos de coerción y sujeción extraeconómicos mediante los cuales los terratenientes se apropiaban de los excedentes de los vivientes y separaban el trabajo necesario —consistente en el producto de la parcela de pancoger, raciones de la misma producción de la hacienda y algún metálico para compras en los mercados locales (fundamentalmente sal, vestido y sebo)— del trabajo sobrante.


En la Nueva Granada las formas de trabajo en el centro, el Tolima, el Cauca y en parte en la costa evolucionaron hacia el pequeño arriendo y la vinculación laboral a las haciendas. Ospina Vásquez observa que




en tierras aledañas a la región de Bogotá se había establecido el sistema de “agregados”: gente que vive en las tierras sin pagar arrendamiento, que por lo común pagan dos pesos si no ayudan, y por esto tiene la obligación de hacer rodeos […] parece que el sistema se estuviera estableciendo entonces. Después se generalizó mucho, aunque con grandes variaciones locales.64





En el Cauca y Nariño se instalaron terrazgueros y vivientes en tierras aledañas a las haciendas, y con frecuencia tenían la obligación de trabajar gratis para el terrateniente durante ciertas épocas del año. En las haciendas jesuitas a los arrendatarios fijos se les llamaba “asentados” y se practicaba con ellos una política consciente de endeudamiento; en palabras de uno de los administradores de la Orden, el endeudamiento se “precisa para conservarlos y obligarlos al trabajo, que dé contrario se abandonan a la embriaguez y a la desidia”65.


La sujeción de los trabajadores residentes impedía la conformación de un mercado de trabajadores libres. Su necesidad se comprende aún mejor por la existencia de mucha tierra no abierta todavía, a la cual hubieran podido dirigirse los campesinos de no haber estado atados a las haciendas.


Fuera del peonaje por deudas y la violencia coercitiva del poder local, hubo instrumentos adicionales que, por una parte, hacían difícil a mestizos y blancos el acceso a la propiedad de la tierra, y, por otra, actuaron en el plano ideológico para fijar la mano de obra a la hacienda. Con frecuencia el párroco local visitaba las haciendas e influía en las almas de los arrendatarios desde el púlpito de la capilla, existente en la mayor parte de ellas. Con su pragmatismo, los párrocos desplazaron durante el siglo XVIII el idealismo de los misioneros o monjes descalzos y se constituyeron en el brazo religioso de la explotación terrateniente, enajenando las almas de los campesinos y sembrándolas de superstición y terror, contribuyendo así a desarrollar en ellos la subordinación al patrón y a practicar una obediencia servil.


Se hace necesario insistir en que la base del proceso de producción en la hacienda era la coerción extraeconómica. En los casos en que no existía pago de arriendo por la parcela, el residente se obligaba a trabajar para el estanciero por un salario menor que el de un “forastero”. Tal jornal cubría solo una parte relativamente pequeña del trabajo necesario del productor directo, y si bien daba margen a cierto mercado, surtido por formas de producción artesanales u obrajes, este satisfacía una parte también pequeña de las necesidades del productor. La desvalorización progresiva de este tipo de salario durante el siglo XIX y el aumento de las cargas de los arrendatarios demuestran que este pago en metálico no contenía el germen del régimen capitalista de producción. Para serlo, su importancia tendría que haber aumentado con el paso del tiempo y disminuido la del lote de pancoger y las raciones provenientes de la misma producción de la hacienda, el otro componente de la relación.


El sistema de deudas constituye una relación de sojuzgamiento personal del deudor por parte del acreedor. Por lo general, la deuda contraída tiene una base real pero la cuantía de los intereses y la contabilidad, llevadas arbitrariamente por el terrateniente, no se rigen por las condiciones de un mercado de dinero en el que prime una tasa “normal” de interés. La relación sirve sobre todo como eficaz instrumento de dominación sobre el arrendatario, su familia y su descendencia. No se trata entonces de un régimen de producción basado en la libertad de los productores para ofrecer su fuerza de trabajo como una mercancía, sino de uno en que esta es movilizada por medios extraeconómicos.


Con todo, la carestía de la mano de obra observada durante el siglo XVIII contribuyó en forma decisiva a que las condiciones generales de vida de los arrendatarios fueran relativamente buenas, pues desató entre los terratenientes una acérrima competencia por mantener sujetos a los vivientes. Las condiciones inestables del régimen de trabajo que se iba perfilando de manera creciente, se expresaron en cierto grado de movilidad de los productores directos de las haciendas: “De las cuentas de las haciendas que se pueden consultar en el archivo nacional —anota Ospina Vásquez para el siglo XVIII— no parece que se pueda deducir la inmovilidad de la mano de obra agrícola. Esto es aparentemente un desarrollo posterior, unido al concierto por deudas”66. Una vez que cambiaron las condiciones económicas y demográficas durante el siglo XIX, las condiciones de vida de los arrendatarios decayeron drásticamente, como el mismo Ospina Vásquez comprueba al hacer la comparación de la canasta de los vivientes entre los dos periodos.


Todavía durante el siglo XVIII, a pesar de que los precios de la carne aumentaron como resultado del incremento de la actividad minera, las existencias de ganado habían crecido tanto que “una abundante dieta cárnica era posible, e incluso habitual, entre los pobres e indios”67. Dado que la mayor parte de las grandes estancias contaban con ganado, las raciones, incluidas en el equivalente salarial de los arrendatarios, contenían tasajo, es decir, carne salada y secada.


La situación durante el siglo XVIII contrasta con la de los dos siglos anteriores, cuando eran los encomenderos los que controlaban el venero de mano de obra. También marca un contraste con la del periodo de transición que siguió, caracterizado por el acceso limitado de los terratenientes a una parte de los indios útiles de los resguardos. Los terratenientes se fortalecieron con la renovación demográfica de mestizos e incluso al quedar en posición de captar los rezagos de mano de obra indígena.


Si durante la etapa del resguardo los terratenientes habían dispuesto de un cierto número de mitayos, racionados en proporción a su influencia política en el gobierno local, ello no satisfacía sus necesidades de mano de obra. Ahora, la sujeción de un número apreciable de trabajadores residentes aseguraba un nivel más alto de producción, realizable en parte en un mercado minero y urbano en expansión —en parte, porque las necesidades internas de la hacienda también se habían incrementado—, y contando incluso, aunque en forma limitada, con algún mercado externo para los cueros de los vacunos.


Es posible que el nivel de rentas obtenido por la gran propiedad territorial en esta etapa no fuera muy alto: el significativo consumo de los arrendatarios, los estrechos márgenes de la producción efectivamente comercializada y los impuestos (fiscales y eclesiásticos) que recaían sobre la agricultura debieron de comprimir los ingresos de los terratenientes. A pesar de esto, es evidente que el sistema marchaba cada vez mejor en las circunstancias demográficas y económicas del siglo XVIII.


Que el sistema marchaba a pesar de la carga de los diezmos eclesiásticos, que abarcaba un 10 % del producto obtenido por los terratenientes, se demuestra por el gran aumento del recaudo de los diezmos dentro del arzobispado de Santa Fe. Estos pasan de 105.748 pesos oro en 1790 a 301.834 pesos en 180568, un alza de un 50 % en 15 años que equivale a una tasa de crecimiento geométrico del 3.4 % anual en el valor de la producción de las haciendas.


El sistema tenía en su favor varios mecanismos: los “vivientes” cultivaban parte apreciable de sus subsistencias; el terrateniente no sufragaba ni el mantenimiento total ni la amortización de los productores directos durante el tiempo muerto del ciclo agrícola, como sí debía hacerlo el esclavista; el salario en metálico cubría solo una parte de las necesidades de los productores directos, posiblemente entre un 20 y un 30 % de sus consumos, dando lugar así a un mercado regional en el que se transaba en dinero esta porción de las necesidades de los arrendatarios. El mercado era limitado pero suficiente para dar vida a las artesanías rurales y urbanas que desplazaron totalmente durante el siglo XVIII a los obrajes, descompuestos en la misma forma que los resguardos. El comercio permitió además cierta especialización en la producción agrícola que salía al mercado, especialmente panela, aguardiente y tabaco.


La presión del mercado sobre la producción de la hacienda, sin embargo, no era lo suficientemente fuerte como para exigir una mayor especialización, por lo que el uso de parte de la tierra monopolizada en lotes de pancoger, como equivalente salarial, aparecía como el mejor sistema de producción, desde el punto de vista del terrateniente. De hecho, la utilización de la tierra de las haciendas era muy limitada y la mayor parte de ellas se encontraba todavía sin civilizar; lo que se cultivaba se hacía con largos barbechos o estaba sembrado con pastos naturales. Las “raciones” incluidas en el equivalente salarial emergían también de un sistema capaz de producir más de lo que podía absorber el mercado: si la hacienda contaba con una producción de ganado, panela y cereales alta en relación con la demanda, aprovechaba como equivalente salarial lo que no vendía y reducía en esta forma sus desembolsos en metálico.


Las características del mercado se desprenden entonces de las relaciones de producción. La inexistencia de la fuerza de trabajo como mercancía hace que el mercado de subsistencias solo exista para una pequeña parte de las necesidades de los productores, pero lo más notable es que las haciendas del siglo XIX, como se verá más adelante, especialmente las de tierras bajas y medias, eliminaron casi por completo la circulación monetaria en sus regiones, al pagar con vales, redimibles en las tiendas de la hacienda, las jornadas trabajadas en las reservas del terrateniente, restringiendo en esta forma la circulación para la parte de la producción de la hacienda vendida en otras regiones. Este posterior desarrollo confirma la tendencia al establecimiento de relaciones de servidumbre y no a formas de producción capitalistas.


No obstante, la existencia de una producción basada, en lo fundamental, en vínculos de dependencia personal y en trabajadores residentes no eliminaba del todo los problemas de suministro de mano de obra para la hacienda, en especial cuando en esta se sembraban cereales u otros productos que requieren un alto número de recolectores estacionales. Lo más probable es que los forasteros contratados por las haciendas en tiempo de cosecha fueran campesinos parcelarios, pues no hay evidencia de trabajadores migrantes. Si bien hubo limitaciones legales y extralegales para el establecimiento de la pequeña propiedad parcelaria en territorios de hacienda, la presión de blancos y mestizos sobre la tierra, manifiesta primero en la toma parcial de los resguardos y más adelante en la ocupación de tierras de ladera, constituyó el origen de muchos de los pueblos y parroquias de pequeña propiedad que aún hoy caracterizan regiones de Cundinamarca, Boyacá y Nariño. La hacienda pudo explotar esporádicamente a parte de los miembros de estas formas de trabajo familiar, pagándoles una especie de salario más cercana al capitalismo, pero enmarcada de todas maneras dentro de las relaciones de poder local que presionaban a esta fuerza de trabajo por medios extraeconómicos para que admitiera ser alquilada en las haciendas durante periodos cortos.


La hacienda esclavista


La crisis demográfica del siglo XVI fue contrarrestada en parte con la importación de esclavos africanos “cuando la población indígena había disminuido notablemente y era objeto de una legislación protectora que hacía difícil el empleo de su mano de obra en el trabajo minero”69. Sin embargo, la puesta en práctica de esta legislación se vio entrabada por la situación material del Nuevo Reino y, en consecuencia, “el trabajo de los indios en las minas se siguió prestando hasta bien entrado el siglo XVII”70.


Solo en la segunda mitad del siglo XVII y durante el XVIII ganó importancia el modo de producción esclavista dentro del trabajo social de la Nueva Granada, y no solo para la minería del Cauca, Antioquia, Chocó y la Costa Atlántica, sino para la producción de miel y panela71.


La importancia del modo de producción esclavista dentro de la economía colonial se refleja en el papel político desempeñado por su clase dominante durante la independencia y en los primeros años de la república: los Mosquera, Obando, Arboleda y Arroyo, las familias esclavistas más destacadas de la provincia de Popayán, ejercieron influencia decisoria en la política nacional, especialmente durante el siglo XIX.
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